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GUADALAJARA, JALISCO, DIECINUEVE DE ENERO DE DOS 

VEINTICUATRO. 

 

Vistas las actuaciones para resolver en sentencia definitiva el 

juicio administrat ivo promovido por ****** en contra de Tesorero, Dirección 

de Inspección y Vigilancia e Inspector Municipal con número de empleado 

******, todos del Ayuntamiento de Guadalajara, Jalisco; bajo número de 

expediente V-3281/2023, t ramitado ante la Quinta Sala Unitaria de este 

Tribunal, y; 

 

R E S U L T A N D O S 

 

1. Por escrito presentado el cuatro de noviembre de dos mil 

veint idós, ante la oficialía de partes de este Tribunal, la parte actora 

promovió juicio en materia administrat iva, por los motivos y conceptos que 

del mismo se desprenden y por cuest ión de turno, le tocó conocer a la 

Cuarta Sala Unitaria de este Tribunal bajo el número de expediente IV-

4575/2022. 

 

2. En acuerdo de veint iséis de enero de dos mil veint itrés, la 

Cuarta Sala Unitaria de este Tribunal, admit ió la demanda, teniéndose 

como actos administrat ivos impugnados los descritos en el citado proveído, 

se admit ieron las pruebas ofrecidas y se tuvieron por desahogadas dada su 

propia naturaleza y se ordenó correr t raslado a las autoridades 

demandadas, para que produjeran contestación. 

 

3. Mediante oficio 4635/2023 el Secretario General de este 

Tribunal, informó a esta Sala, que con fecha veinte de abril de dos mil 

veint itrés, se dictó sentencia en los autos de la Recusación con Causa 

número 194/2023, en la que se declaró fundada la recusación planteada, 

relevando del conocimiento del asunto a la Cuarta Sala, y turnando el 

expediente a esta Sala para seguir con su substanciación bajo el número de 

expediente 3281/2023, lo que se acordó en consecuencia en auto de 

veint iocho de junio de dos mil veint itrés, teniendo al Director Jurídico de lo 

Contencioso del Ayuntamiento de Guadalajara, Jalisco, produciendo 

contestación en representación de las demandadas mediante escrito 
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recibido ante la oficialía de partes el dos de marzo de dos mil veint it rés, 

concediendo plazo a la parte actora para que ampliara la demanda. 

 

4. Con fecha uno de agosto de dos mil veint it rés, la parte actora 

presentó ampliación de demanda, proveído de conformidad en acuerdo 

de fecha ocho del mismo mes y año y se ordenó notificar a las demandadas 

para que produjeran la contestación correspondiente. 

 

5. En acuerdo de fecha cuatro de septiembre de dos mil 

veint itrés, se proveyó el escrito presentado ante la oficialía de partes de este 

Tribunal el t reinta y uno de agosto del mismo año, a través del cual, el 

Director Jurídico de lo Contencioso del Ayuntamiento de Guadalajara, 

Jalisco, produjo contestación a la ampliación de demanda notificándose a 

la parte actora para que quedara debidamente notificada de su 

contenido. 

 

6. Mediante acuerdo de veint iocho de noviembre de dos mil 

veint itrés, se abrió periodo de alegatos por el término común de tres días, 

con citación para dictar la sentencia que en derecho corresponda, y; 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

I. Esta Quinta Sala Unitaria es competente para conocer de la 

presente controversia, de conformidad a lo establecido en el art ículo 65 de 

la Const itución Polít ica del Estado de Jalisco, así como los art ículos 3, 4, 5 y 

10 de la Ley Orgánica del Tribunal de Just icia Administrativa del Estado de 

Jalisco y los numerales 1, 2, 3, 4, 31, 35 y 36 de la Ley de Just icia Administrativa 

del Estado de Jalisco. 

 

II. La existencia de los actos administrat ivos impugnados se 

encuentran debidamente acreditados con las documentales públicas que 

obran a fojas siete y ocho de autos a las que se les concede valor probatorio 

pleno en términos del art ículo 3991 del Código de Procedimientos Civiles 

                                                 
1 Artículo 399. Los instrumentos públicos hacen prueba plena, aunque se presenten sin citación del colitigante, salvo 
siempre el derecho de éste para redargüirlos de falsedad y para pedir su cotejo con los protocolos y archivos. En caso 
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para el Estado de Jalisco, de aplicación supletoria a la Ley Adjet iva de la 

materia. 

 

III. Según criterio emit ido por el Poder Judicial de la Federación, 

no se hace necesario transcribir los conceptos de impugnación que hiciere 

valer la parte accionante en su escrito inicial de demanda, toda vez que 

dicha omisión no deja en estado de indefensión a ninguna de las partes. Es 

aplicable la jurisprudencia 2a./J. 58/2010 (10ª)2, sustentada por la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Just icia de la Nación, que señala: 

 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS 

DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 

INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.  

 

De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título 

primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la 

Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que 

transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir 

con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales 

principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados 

de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia 

y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los 

planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados 

en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que 

conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal 

transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, 

atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para 

satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los 

planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se 

hayan hecho valer. 
 

 
 

IV. Por ser una cuest ión de orden público y estudio preferente, se 

analiza la causal de improcedencia que hace valer la autoridad 

demandada, conforme lo establece el art ículo 303 de la Ley de Just icia 

Administrativa del Estado de Jalisco, resultando además aplicable la 

                                                 
de inconformidad con el protocolo o archivo, los instrumentos no tendrán valor probatorio en el punto en que existiere 
la inconformidad.  
2 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, mayo de 2010, tomo XXXI, página 830. 
3 Artículo 30. Procede el sobreseimiento del juicio: 
I. Cuando durante el juicio aparezca o sobrev enga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el 
artículo anterior; 
II. En el caso que el demandante muera durante el juicio, si su pretensión es intransmisible o si su muerte deja sin 

materia dicho juicio; y 
III. Cuando la autoridad demandada haya satisfecho la pretensión del actor o hubiese rev ocado el acto que se 
impugna. 
IV.  Cuando el promovente del juicio se desista. Para estar en aptitud de decretar el sobreseimiento será necesario 
requerir al particular para que dentro del término de tres días ratifique dicha circunstancia ante la Sala que 
conozca del asunto, apercibido que, en caso de no hacerlo, se continuará con la secuela procesal.  
El sobreseimiento se podrá decretar en cualquiera de los casos antes señalados, de oficio o a petición de parte, 
en cualquier etapa procesal, incluyendo la sentencia definitiva. 

mailto:tadmvo@tjajal.org


EXPEDIENTE: V-3281/2023 
QUINTA SALA UNITARIA 

 

 

 
 

 

 
4 
 

Calzada Lázaro Cárdenas 2305 zona 1, interior L-11 y L-101, Colonia las Torres/ C.P. 44920/Guadalajara, Jal.  

Tel: (33) 3648-1670 y 3648-1679 / e-mail: tadmvo@tjajal.org 
 

jurisprudencia I I .1o. J/5 (8a)4, del Primer Tribunal Colegiado del Segundo 

Circuito, que informa: 

  

IMPROCEDENCIA, CAUSALES DE. EN EL JUICIO DE AMPARO .  

 

Las causales de improcedencia del juicio de amparo, por ser de orden público 

deben estudiarse previamente, lo aleguen o no las partes, cualquiera que sea 

la instancia. 

 

En la causal de improcedencia que hace valer la autoridad 

demandada, dice que se actualiza la prevista en la fracción I del art ículo 29 

de la Ley de Just icia Administrativa del Estado de Jalisco, debido a que la 

parte actora no acreditó su interés jurídico, con documento fidedigno con 

el que se pudiera contrastar que la persona a la que se dirige el acto y la 

compareciente es la misma, así como para estar en aptitud de contrastar su 

firma. 

 

Es infundada la causal en estudio, pues quien comparece a juicio 

lo es el ciudadano ******, en contra de quien se emit ieron los actos 

reclamados, de los que además que aprecia que le fueron impuestas 

multas, por las cantidades de ******, como se constata a fojas siete y ocho 

de autos; con valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto en 

los art ículos 329 y 3995 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 

Jalisco, de aplicación supletoria a la materia Administrativa, actos en 

ponderación, en relación con el contenido integral de la demanda, 

suficientes para advert ir que se le depara al demandante desde luego 

afectación de manera real y directa en su patrimonio, lo que le detona el 

interés jurídico suficiente para acudir ante este Tribunal, en el entendido 

además, que en ninguno de los presupuestos de procedencia, se exija en la 

Ley de Just icia Administrativa del Estado de Jalisco, que la demandante 

deba comprobar la veracidad de su firma. 

                                                 
4 Semanario Judicial de la Federación, mayo de 1991, tomo VII, página 95. 
5 Artículo 329. Son documentos públicos: 

(...) 
I. Los documentos auténticos extendidos y autorizados por servidores públicos, en ejercicio de sus funciones y con 
motiv o de éstos; (...) 
Artículo 399. Los instrumentos públicos hacen prueba plena, aunque se presenten sin citación del colitigante, salvo 
siempre el derecho de éste para redargüirlos de falsedad y para pedir su cotejo con los protocolos y archivos. En 
caso de inconformidad con el protocolo o archivo, los instrumentos no tendrán valor probatorio en el punto en que 
existiere la inconformidad.  
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V. Al no exist ir cuest iones previas que atender, se procede al 

análisis de los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora, 

de conformidad a lo dispuesto por el art ículo 726 de la Ley de Just icia 

Administrativa del Estado de Jalisco, que puedan llevar a declarar la 

nulidad lisa y llana de las resoluciones combatidas y más benéfica para la 

parte actora, atento al citado disposit ivo legal así como a lo establecido en 

la jurisprudencia PC.I I I.A. J/9 A (11a.)7, de la instancia de los Plenos de 

Circuito del Poder Judicial de la Federación, que dice: 

 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN EL ESTADO DE JALISCO. CON BASE EN LOS 

PRINCIPIOS DE JUSTICIA COMPLETA Y DE MAYOR BENEFICIO, LOS 

TRIBUNALES LOCALES ESTÁN OBLIGADOS A ANALIZAR LOS CONCEPTOS 

DE NULIDAD DE FONDO, CON INDEPENDENCIA DE QUE LA RESOLUCIÓN 

IMPUGNADA ADOLEZCA DE REQUISITOS FORMALES. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 

sostuv ieron posturas contrarias sobre la interpretación del artículo 72 de 

la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, esto es, si el 

Tribunal de Justicia Administrativa de la entidad tiene o no la obligación 

de analizar de manera preferente los conceptos de anulación 

v inculados con el fondo del asunto, cuando de manera prioritaria se 

hubiese declarado fundado un motivo de disenso de forma (indebida 

fundamentación de la competencia de la autoridad emisora del 

acto). 

 

Criterio jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito 

determina que en atención a los principios de mayor beneficio y de 

justicia completa, por regla general, el Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco debe y tiene la obligación de 

decidir sobre los conceptos de anulación de fondo, con 

independencia de que el acto impugnado carezca de la debida 

fundamentación de la competencia de la autoridad demandada.  

 

Justificación: De la interpretación armónica y funcional de los artículos 

1, primer párrafo, y 72 a 76 de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Jalisco, se obtienen las siguientes premisas: El Tribunal de 

Justicia Administrativa estatal debe resolver los conflictos que se 

susciten entre la administración pública y los particulares; se fijan los 

requisitos que debe contener la sentencia (fijación clara de la litis, 

fundamentos jurídicos, puntos resolutivos y los términos del 

cumplimiento); no obstante, los formalismos judiciales constituyen un 

obstáculo para la resolución de los asuntos; de igual manera, las causas 

de nulidad comprenden tanto aspectos de fondo como de forma. 

Luego, derivado del análisis del anterior segmento normativo, a la luz 

                                                 
6 Artículo 72. La sentencia deberá dictarse dentro de los v einte días que sigan a la notificación del auto en que se 
cite para sentencia. Cuando se hagan v aler div ersas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá 

examinar primero aquellas que puedan llev ar a declarar la nulidad lisa y llana del acto o de la resolución 
impugnada.  
7 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 9, enero de 2022, Tomo III, página 2203. 
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del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos se pueden extraer diversos principios, a saber: congruencia, 

exhaustiv idad, justicia completa y mayor beneficio, pro fondo, entre 

otros. En ese contexto, por regla general, el Tribunal de Justicia 

Administrativa local debe identificar todos los argumentos en que 

descansa la pretensión anulatoria de la parte actora, sobre todo 

aquellos donde se hacen valer argumentos orientados a obtener la 

insubsistencia total del acto impugnado; es decir, argumentos 

encaminados a obtener el mayor beneficio, cuyo objetivo es restituir al 

particular en el goce del derecho v iolado, al restablecer las cosas al 

estado que guardaban antes del acto o resolución impugnados. 

 

La demandante en el primero de los conceptos de impugnación, 

señala que se violan en su contra las formalidades esenciales del 

procedimiento, consagradas en el art ículo 16 de la Const itución Polít ica de 

los Estados Unidos Mexicanos, al no habérsele notificado en t iempo y forma 

orden de visita que diera lugar a la intromisión de su domicilio, y en 

consecuencia el levantamiento de las actas y multas impugnadas, 

conforme lo establece la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado 

de Jalisco, por lo que considera que deberá declararse su nulidad lisa y 

llana. 

 

En tanto que, a las autoridades demandadas, si bien produjeron 

contestación, no ofrecieron pruebas de la existencia de las ordenes de visita 

correspondientes, que dieran origen a los actos impugnados, en el 

entendido que los documentos presentados son copias simples, como se 

observa a fojas veintiséis y veintiocho de autos, es decir sin cert ificación 

alguna del algún servidor público del propio Ayuntamiento que tenga 

facultad para ello, en consecuencia carecen de valor probatorio, pues por 

sí mismas y no son suficientes para generar un convencimiento pleno de las 

excepciones propuestas.  

 

En efecto, cierto es que las enjuiciadas al momento de 

comparecer a juicio, hicieron valer como excepción, que sí exist ieron 

ordenes de visita y sus actas de inspección, como actos generadores de las 

multas impuestas en su consideración, empero para acreditar su dicho, las 

presentó en copias fotostáticas simples y dado que es de explorado 

derecho que los documentos presentados en esta calidad no t ienen valor 
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probatorio alguno, al haberse presentado en contravención de lo que dicta 

el numeral 928 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco 

aplicado supletoriamente, ello, debido a que al t ratarse de documentales 

en copia simple, para que produjeran algún efecto dentro del juicio de 

origen, el interesado tendría que haber exhibido, dentro del término 

probatorio, copia del documento con los requisitos necesarios para que 

haga fe en juicio, esto es con las formalidades que contempla el numeral 

3299 de la legislación en cita, situación que por supuesto no aconteció en el 

presente caso de estudio, por lo que hace improcedente la excepción 

puesta en ejercicio.  

 

Lo expuesto, se sustenta con las Jurisprudencias que a 

continuación se transcriben al texto, mismas que t iene especial  aplicación 

al caso en concreto, como lo es la Jurisprudencia IV.3o. J/23 ( 9ª)10, de los 

Tribunales Colegiados de Circuito del Poder Judicial Federal, que dice: 

 

DOCUMENTOS OFRECIDOS EN FOTOCOPIAS SIMPLES, VALOR PROBATORIO DE.  

No se puede otorgar valor probatorio aun cuando no hayan sido objetadas 

en cuanto a su autenticidad, las copias simples de un documento, pues al no 

tratarse de una copia certificada, no es posible presumir su conocimiento, 

pues dichas probanzas por sí solas, y dada su naturaleza, no son susceptibles 

                                                 
8 Artículo 92.- La presentación de documentos de que habla el artículo 91 de este Código, cuando sean públicos, 
podrá hacerse en copia simple, si el interesado manifestaré que carece de otro fehaciente; pero no producirá aquélla 
ningún efecto si durante el término de ofrecimiento de prueba no se presentare una copia del documento, con los 
requisitos necesarios para que haga fe en juicio.  
9 Artículo 329.- Son documentos públicos: 

I. Los originales de las escrituras públicas otorgadas con arreglo a derecho y los testimonios o copias certificadas de las 

mismas; 
II. Los documentos auténticos extendidos y autorizados por servidores públicos, en ejercicio de sus funciones y con 
motiv o de éstos; 
III. Los documentos auténticos extendidos y autorizados por notarios públicos, en ejercicio de sus funciones y con motivo 
de éstos;  
IV. Los documentos auténticos, libros de actas, estatutos, registros y catastros que se hallen en los archivos públicos o 
dependientes del Gobierno Federal, del Distrito Federal, de los Estados, y de los Municipios; 
V. Las certificaciones de actas del estado civil expedidas y autorizadas por los oficiales del Registro Civil, respecto de 
constancias existentes en los libros correspondientes; 
VI. Las certificaciones de constancias existentes en los archivos públicos expedidas y autorizadas por los servidores 
públicos a quienes competa; 
VII. Las certificaciones de constancias existentes en los archivos parroquiales y que se refieren a actos pasados antes 
del establecimiento del Registro Civil o que hubieren sido destruidos o quemados, siempre que fueren cotejadas por 

notario público, con arreglo a derecho; 
VIII. Las ordenanzas, estatutos, reglamentos y actas de organismos paraestatales, y de universidades, siempre que su 
establecimiento estuviere autorizado por el Gobierno Federal o de los Estados, y las copias certificadas que de ellos se 
expidieren; 
IX. Los originales y las certificaciones que expidan y autoricen las sociedades intermediarias en el mercado de valores, 
instituciones de crédito y organizaciones auxiliares del crédito autorizadas por la ley; y las extendidas por corredores 
habilitados, con arreglo a sus leyes respectivas y al Código de Comercio;   
X Las actuaciones judiciales de toda especie, debidamente autorizadas; y 
XI. Los demás documentos a los que se les reconozca ese carácter por la ley.  
10 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo III, mayo de 1996, página 510. 
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de producir convicción plena sobre la veracidad de su contenido, por la 

facilidad con la que se pueden confeccionar, por ello, es menester 

adminicularlas con algún otro medio que robustezca su fuerza probatoria,  

razón por la que sólo tienen el carácter de indicio al no haber sido 

perfeccionadas. 

 

Por tanto, incuest ionable que las demandadas, no acreditaron  

fehacientemente y en forma contundente la existencia de las ordenes de 

visita  e inspección a que aluden en vía de defensa. 

 

Entonces, esta Sala Unitaria considera que es fundado el 

concepto de impugnación planteado por la demandante, toda vez que, 

no se respetaron las formalidades esenciales del procedimiento, pues no se 

demostró que se cumplió con lo exigido en el art ículo 71 de la Ley de Just icia 

Administrativa del Estado de Jalisco.  

 

Artículo 71. Previo a la ejecución de la vista de verificación o inspección, los 

servidores públicos que tengan a su cargo el desarrollo de la misma se 

identificarán con documento oficial, con fotografía que los acredite como 

tales, y dejarán un tanto en original, de la orden de visita dictada para ese 

efecto a los titulares de los bienes muebles o lugares a verificar , a sus 

representantes legales, la cual deberá cumplir con los siguientes requisitos:  

I. Nombre, cargo y firma autógrafa del funcionario que la emite, así como el 

sello de la dependencia de la que emana; 

II. Nombre o razón social del visitado, así como el domicilio donde tendrá 

verificativo la visita; 

III. Descripción minuciosa del objeto o alcances de la visita;  

IV. Nombre de los funcionarios autorizados para la práctica de la visita; así 

como los datos de identificación oficial de los mismos; y 

V. Fundada y motivada y las consideraciones de las que derive la orden de 

visita. 

 

De lo anterior, se aprecia que dentro de las formalidades que 

deben preceder a una visita, lo es que exista una orden por escrito emit ida 

por autoridad competente, fundada y motivada, que precise el objeto 

materia de la revisión, los funcionarios que la han de llevar a cabo y su 

identificación, así como la entrega de un tanto al interesado, a fin de que 

esté en aptitud de presenciar su diligencia. 

 

Formalidades que no se cumplieron, lo que contraviene lo 

previsto en el art ículo 16 de la Const itución Polít ica de los Estados Unidos 

Mexicanos, que resguarda el derecho humano a favor de los gobernados 

en cuanto a la inviolabilidad de su domicilio, sin que medie orden previa y 
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expedida por autoridad competente en ejercicio de sus funciones 

debidamente fundada y motivada. 

 

Lo anterior, conforme a lo dispuesto en el art ículo 72 en sus dos 

primeras fracciones, de la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado 

de Jalisco que disponen: 

 

Artículo 72. Toda visita de inspección debe ajustarse a los procedimientos y 

formalidades que establece esta ley, el reglamento que al efecto se expida y 

a las demás disposiciones aplicables; cumpliendo cuando menos con los 

siguientes requisitos: 

I. Ser notificada en forma personal de conformidad con lo establecido en esta 

ley; 

II. Cumplido el requisito de la fracción primera, el inspector debe realizar la 

visita en los términos establecidos en la orden que para ese efecto se expida; 

(…) 

 

Sin embargo, se violó en contra del gobernado, lo ordenado en 

el art ículo 16 Const itucional, de cuyo contenido se colige que todo acto de 

autoridad, en el caso part icular, la orden de visita, así como el acta de 

inspección, debía constar en mandamiento escrito emit ido por la facultada, 

en el que se precise el lugar a inspeccionar, nominativa, fundada, motivada 

y previamente notificada, ello a fin de respetar el estado de legalidad y 

evitar vulnerar el derecho de todo ciudadano de inviolabilidad del domicilio 

y con ello brindarle la certeza jurídica y al no hacerlo así, inconcuso que 

debe declararse la nulidad lisa y llana de los actos impugnados, con 

fundamento en lo dispuesto en el art ículo 75 fracción I I 11 de la Ley de Just icia 

Administrativa del Estado de Jalisco, al emit irse en contravención de las 

disposiciones legales aplicables al caso concreto, vigente al momento de 

interponerse el presente juicio,  

 

Resulta aplicable además la jurisprudencia VI.3o.A. J/64 (9ª)12, de 

los Tribunal Colegiados de Circuito del Poder Judicial de la Federación, que 

dice: 

 

                                                 
11 Artículo 75. Serán causas de anulación de una resolución, de un acto o de un procedimiento administrativo: 

(...) 
II. Si los hechos que la motiv aron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron de forma equivocada, o bien se 
dictó en contrav ención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas; (...) 
12 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, diciembre de 2007, página 1561.  
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ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. SU NOTIFICACIÓN Y ENTREGA DEBEN 

CIRCUNSTANCIARSE EN EL ACTA PARCIAL DE INICIO EL DÍA DE SU 

LEVANTAMIENTO YA QUE DE NO SER ASÍ ÉSTA CARECERÍA DE EFICACIA 

PROBATORIA Y SE CONTRAVENDRÍA LA SEGURIDAD JURÍDICA DEL VISITADO.  

Tratándose de la notificación de la orden de visita domiciliaria, la actuación 

de los visitadores queda sujeta al levantamiento del acta de inicio -que 

deberá ser firmada por dos testigos-, en la que se hará constar, si así fuere, que 

como el visitado o su representante no hizo acto de presencia, a pesar del 

citatorio que previamente se le había dejado, la notificación y entrega de la 

orden se entendieron con quien se encontró en el lugar de la diligencia. 

Luego, si la notificación y entrega de la orden de visita se hacen el día en que 

los visitadores se constituyen en el lugar o lugares designados en la orden, es 

en el acta parcial de inicio en la que precisamente debe asentarse ese hecho, 

porque la circunstanciación de las actas de visita domiciliaria debe constar 

en el propio documento que las contiene y no en uno diverso; por ende, si no 

aparecen en el acta de inicio la entrega y notificación de la orden deberá 

entenderse que ese acontecimiento no se produjo.  De admitirse que la 

notificación de la orden obre en acta disímil a la parcial de inicio de la visita y 

que aquel hecho sólo quede sujeto a las formalidades del artículo 137 del 

Código Fiscal de la Federación, significaría privar de eficacia probatoria al 

acta inicial y contravenir la seguridad jurídica del visitado. En ese sentido, si 

cada acta de la visita se entiende referida a los hechos u omisiones acaecidos 

el día de su fecha y se tiene de manera destacada que en la parcial de inicio 

lo primordial es la notificación y entrega de la orden de visita, ello basta para 

admitir que en la circunstanciación de esa acta ha de obrar necesariamente 

tal hecho; en consecuencia, es en el acta parcial de inicio donde debe 

constar la notificación, pues de no suceder de ese modo se concluirá que no 

se acató debidamente el enunciado normativo contenido en la fracción I del 

artículo 46 del Código Fiscal de la Federación. 

 

Así como la jurisprudencia 2a./J. 88/99 (9ª)13, de la Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Just icia de la Nación, que explica: 

 
ÓRDENES DE VISITA DOMICILIARIA, LA FALTA DE ALGÚN REQUISITO FORMAL EN 

LA EMISIÓN DE LA, ENCUADRA EN LA VIOLACIÓN PREVISTA EN LA FRACCIÓN II 

DEL ARTÍCULO 238 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.  

El procedimiento de auditoría encuentra su origen en la orden de visita que, 

con fundamento en el artículo 16 constitucional, tiene por objeto verificar el 

cumplimiento de las obligaciones fiscales. Dicho procedimiento se inicia, de 

conformidad con el artículo 42, último párrafo del Código Fiscal de la 

Federación, con la notificación de dicha orden y culmina con la decisión de 

la autoridad fiscal en la que se determinan las consecuencias legales de los 

hechos u omisiones que se advirtieron en la auditoría, por tanto, si la nulidad 

de la resolución impugnada se suscitó a consecuencia de que la referida 

orden de visita contiene vicios formales, tal violación debe quedar 

encuadrada en la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la 

Federación, ya que se trata de una omisión de los requisitos formales exigidos 

por las leyes, que afectó la defensa de los particulares y trascendió al sentido 

de la resolución impugnada, porque fue emitida sin fundamentación y 

motivación. 

 

Derivado de lo anterior, resulta innecesario el examen del resto 

de los conceptos de impugnación, dado que en nada variaría el sent ido de 

                                                 
13 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo X, agosto de 1999, página 132. 
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este fallo; es aplicable la jurisprudencia I I .3º. J/5 (8a)14, que sustenta el Tercer 

Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, que refiere: 

 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo 

resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los 

conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los demás 

conceptos de violación vertidos en la demanda de amparo.  

 

VII. En las relatadas condiciones, al resultar fundada la acción 

ejercitada, debe entonces fijarse con precisión los efectos de la nulidad 

decretada, en los términos que establecen los art ículos 76 y 76 Bis15 de la Ley 

de Just icia Administrativa del Estado de Jalisco, por tanto, al haberse 

decretado la nulidad de los actos reclamados, las autoridades demandada 

y la vinculada al cumplimiento, deberán acreditar ante este Tribunal, lo 

siguiente: 

 

 

Único. Resolución en la que se deje sin efectos legales y materiales 

las Ordenes de Visita folios ****** Actas de Inspección y Vigilancia 

folios ******, su calificación, las multas impuestas en su consideración 

descritas en los detalles de actas de infracción de fecha tres de 

octubre de dos mil veintidós y su cancelación en el sistema 

correspondiente. 

 

 

                                                 
14 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, marzo de 1992, tomo IX, página 89. 
15 Artículo 76 bis. Las autoridades demandadas y cualesquiera otras autoridades relacionada, están obligadas a 
cumplir las sentencias del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, conforme a lo siguiente: 
I. En los casos en los que la sentencia declare la nulidad y ésta se funde en alguna de las siguientes causales: 
a) Tratándose de la incompetencia, la autoridad competente podrá iniciar el procedimiento o dictar una nueva 

resolución, sin v iolar lo resuelto por la sentencia, siempre que no hayan caducado sus facultades. Este efecto se 
producirá, aun en el caso de que la sentencia declare la nulidad en forma lisa y llana. 
b) Si tiene su causa en un v icio de forma de la resolución impugnada, ésta se puede reponer subsanando el v icio 
que produjo la nulidad; en el caso de nulidad por v icios del procedimiento, éste se puede reanudar reponiendo 
el acto v iciado y a partir del mismo. 
Si la autoridad tiene facultades discrecionales para iniciar el procedimiento o para dictar una nueva resolución en 
relación con dicho procedimiento, podrá abstenerse de reponerlo, siempre que no afecte al particular que obtuvo 
la nulidad de la resolución impugnada. 
Los efectos que establece este inciso se producirán sin que sea necesario que la sentencia lo establezca, aun 
cuando la misma declare una nulidad lisa y llana. 
c) Cuando la resolución impugnada esté viciada en cuanto al fondo, la autoridad no podrá dictar una nueva 
resolución sobre los mismos hechos, salv o que la sentencia le señale efectos que le permitan volver a dictar el 
acto.  

Para los efectos de este inciso, no se entenderá que el perjuicio se incrementa cuando se trate de juicios en contra 
de resoluciones que determinen obligaciones de pago que se aumenten con actualización, por el simple 
transcurso del tiempo y con motiv o de los cambios de precios en el país o con alguna tasa de interés o recargos. 
d) Cuando prospere el desvío de poder, la autoridad queda impedida para dictar una nueva resolución sobre los 
mismos hechos que dieron lugar a la resolución impugnada, salvo que la sentencia ordene la reposición del acto 
administrativo anulado, en cuyo caso, éste deberá reponerse en el plazo que señala la sentencia. 
II. En los casos de condena, la sentencia deberá precisar la forma y los plazos en los que la autoridad cumplirá 
con la obligación respectiva. 
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Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los art ículos 

1, 2, 3, 4, 31, 35, 36, 39, 42, 44, 45, 46, 47, 72, 73, 74, 75, 76, relat ivos y aplicables 

de la Ley de Just icia Administrativa del Estado de Jalisco, se concluye la 

presente controversia, de conformidad con los siguientes 

 

 

R  E  S  O  L  U  T  I  V  O  S 

 

PRIMERO. La competencia de esta Quinta Sala Unitaria del 

Tribunal de Just icia Administrativa del Estado de Jalisco, quedó 

debidamente acreditada. 

 

SEGUNDO. Se declara la nulidad lisa y llana de los actos 

reclamados,  por los motivos y fundamentos contenidos en la presente 

resolución. 

 

 

NOTIFÍQUESE VÍA ELECTRÓNICA. 

 

 

Así   lo   acordó   la   Presidenta   de   la   Quinta   Sala   Unitaria  del  

Tribunal   de   Justicia   Administrativa    del   Estado  de   Jalisco,  Magistrada 

María Abril Ortiz Gómez,   actuando   ante   la   Secretaria   de   Sala  María 

Marisela Tejeda Cortés, que  da  fe dentro de los autos del expediente V-

3281/2023,  en sentencia de diecinueve de enero de dos mil veinticuatro. 

  

 

 

 

María Abril Ortiz Gómez   

Magistrada 

 

 

 

 

María Marisela Tejeda Cortes 

        Secretaria de Sala 

 
MAOG/mmtc/bmrr 
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